PROYECTO DE COMUNICACION

PEDIDO DE INFORMES

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, informe acerca de los siguientes puntos vinculados con la gestión de la concesionaria Aguas Provinciales de Santa Fe S. A. :

1) Remisión del  documento completo que realizó el ENRESS sobre la concesión de Aguas Provinciales S.A., en que analizó la eficiencia, las tarifas, la facturación, la presión de agua y grado de cumplimiento del Programa General de Mejoras y Desarrollo del Servicio (PGMDS), desde el inicio de la concesión, 4/12/95, hasta la fecha y que oportunamente fuera presentado al Gobernador Jorge Obeid.

2) La propuesta parcial del concesionario Aguas Provinciales de Santa Fe S.A. entregada al Ministerio de Obras y Servicios Públicos ante la requisitoria que formuló este a través de la Resolución nº 313, del 11 de noviembre de 2003.

Sr. Presidente:



Cumpliendo con la función de contralor que es propia del Poder Legislativo, el Bloque del A.R.I. eleva este proyecto para la consideración del cuerpo.

Teniendo en cuenta que el proceso de renegociación contractual con Aguas Provinciales de Santa Fe S.A., abierto por el decreto 1691/00 y continuado por la Comisión creada a tal efecto, mediante el decreto 221/02, no ha culminado. Y que el presidente del ENRESS, José Manuel Kerz, en entrevista con el Diario La Capital de Rosario, con fecha 5/2/04, reconoció haber presentado un informe completo de la concesión al Gobernador. Jorge Obeid, es que requerimos que una copia de tal documento sea elevado también a la Legislatura para su análisis.

También resulta importante, a criterio del Bloque del A.R.I., la respuesta parcial que efectuó Aguas Provinciales, a la requisitoria que le realizó el Ministerio de Obras y Servicios Públicas y Vivienda por medio de la Resolución nº 313, después de haber sido intimada la concesionaria por el ENRESS a contestar en un plazo de cinco días. 



La banca de legisladores de Afirmación para una República de Iguales, entiende que éste es uno de los temas que mayor sensibilidad  genera en la comunidad, al estar implicada la calidad de servicio, su expansión y el nivel tarifario, entre otros items. Es por ello que el seguimiento del cumplimiento de las leyes 11.220 y 11.665, resulta un deber ineludible de esta Legislatura que en su momento aprobó los polémicos ordenamientos.

